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NO SE CUMPLEN LOS REQUISITOS PARA ORDENAR LA LIBERTAD / CARÁCTER SUBSIDIARIO DEL HABEAS CORPUS. [E]l señor Henry Serna Guinchín se encuentra privado de su libertad en razón a orden de captura expedida en su contra, con el fin de que cumpla la pena que se le impuso por sentencia judicial, veintiún años de prisión, por violar la ley penal, y teniendo en cuenta que después de otorgársele un permiso de setenta y dos horas para alejarse del establecimiento carcelario donde se hallaba, no regresó. En consecuencia, puede concluirse que se satisfacen las exigencias de naturaleza constitucional y legal para mantener vigente la decisión adoptada, ya que tampoco se le ha prolongado al peticionario, de manera indebida, la privación de la libertad, pues aún no cumple la pena impuesta. También acreditan esas pruebas que no ha elevado el demandante solicitud alguna, al interior del proceso penal, tendiente a obtener su libertad, pues de considerar que tiene derecho a ella, debe formular la respectiva petición ante el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que tiene a cargo el proceso, por ser el competente para dirimir asunto como ese. En consecuencia, como no existe prueba de que el peticionario haya presentado solicitud ante el juez competente, relacionada con las circunstancias que lo llevaron a formular esta acción constitucional, no puede el juez de hábeas corpus ordenar su libertad, ya que ello implicaría una invasión de órbitas ajenas, porque como se dijo, esta excepcional acción no está prevista como mecanismo principal de protección del derecho cuya protección se reclama.
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Decide esta Sala el recurso de apelación formulado por el señor Henry Serna Guinchín frente al auto proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 12 de agosto pasado, que negó en primera instancia la solicitud de hábeas corpus por él elevada, tendiente a obtener la restauración de su derecho fundamental a la libertad que estimó quebrantado. 

A N T E C E D E N T E S

En el escrito por medio del cual se promovió la acción afirmó el peticionario que el 29 de julio de este año fue capturado en la Terminal de Transportes de Pereira, con ocasión a una condena que se encuentra extinta desde hace cinco años y que en este momento está recluido en la cárcel de varones La 40 de esta ciudad.
Por esas razones, elevó la petición consagrada en el artículo 30 Superior.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 11 de agosto último se dispuso dar trámite a la acción contra los Juzgados Tercero Penal del Circuito de Tuluá y Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Mocoa y se decretaron pruebas.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Juez Tercero Penal del Circuito de Tuluá, Valle, indicó que de la revisión del proceso penal que adelantó el extinto Juzgado Tercero Superior de ese municipio contra los señores Jaír Ortiz y Henry Serna Guinchín, se pudo establecer que aunque en el auto de 28 de julio de 2014 ese despacho declaró la extinción de esa acción penal, en esa decisión se cometió un error involuntario ya que la misma solo podía beneficiar al primero de los procesados al que le fue concedida la libertad condicional y no al accionante quien para esa fecha tenía la calidad de reo ausente y en este momento todavía le falta redimir tiempo de su pena intramural; en razón a lo cual existe una orden de captura vigente en su contra, expedida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Mocoa.
2.2 La titular de este último juzgado señaló que al despacho a su cargo le fue asignada la vigilancia del proceso penal en que resultó condenado el señor Henry Serna Guinchín a la pena de veintiún  años de prisión. Además, que de acuerdo con lo informado por los establecimientos carcelarios de Mocoa y Puerto Asís, respecto a que el citado señor no se encontraba recluido en ninguno de esos centros penitenciarios, por auto de 4 de agosto de 2016 se dispuso librar la respectiva orden de captura, la cual se hizo efectiva el 29 de julio de este año, con su aprehensión. Posteriormente se procedió a legalizar la captura y a emitir la boleta de encarcelamiento. Por último refirió que no tiene conocimiento de la decisión por medio de la cual se declaró la extinción de la acción penal, pero que de todas formas es improcedente aplicar esa figura al caso del accionante ya que, además de que no resulta posible concederle la suspensión condicional de la pena, el citado señor se fugó cuando disfrutaba de un permiso por setenta y dos horas.  
3. Mediante proveído del 12 de agosto siguiente el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira resolvió negar la petición de hábeas corpus, al considerar, con fundamento en una inspección judicial que no se practicó, a pesar de lo cual se resume en esa providencia, que: a) el actor fue detenido con ocasión a la pena de 21 años que le fue impuesta mediante sentencia judicial del 9 de julio de 1992, cuyo cumplimiento fue interrumpido cuando decidió fugarse en el año 1997; b) durante su permanencia en el centro de reclusión “le ha sido reconocida redención de pena por trabajo y/o estudio, circunstancia que impide considerar una eventual rebaja por tales aspectos”; c) la acción de hábeas corpus no constituye una figura alternativa para debatir aspectos que se deben plantear en los respectivos procesos penales y d) la declaración de la extinción de la condena, según lo informado por los juzgados vinculados, solo puede beneficiar al señor Jaír Ruiz, quien, contrario a lo sucedido con el accionante, sí cumplió los requisitos para obtener la libertad condicional.    
4. Inconforme con esa decisión, el peticionario la impugnó y solicitó se acceda a su pretensión de libertad. Adujo que la acción penal relativa a la conducta de fuga, a que hacen referencia los juzgados involucrados, se encuentra prescrita, como quiera que desde el 27 de noviembre de 1991, cuando le fue impuesta la condena de privación de la libertad, hasta la fecha de su captura, transcurrieron más de veinte años, término prescriptivo establecido en la ley para los delitos diferentes al genocidio, tortura, desaparición y desplazamiento forzado.
De otro lado, señaló que el auto del 28 de julio de 2014, por medio del cual se decretó la extinción de la acción penal y su libertad definitiva, no fue revocado en tiempo oportuno y por tanto no es posible transferirle la carga de ese error judicial “y más despues (sic) de tanto tiempo donde se perdio (sic) todo derecho de descontar, de una libertad condicional cuando mi voluntad fue plenamente demostrada cuando me entregue (sic) a las autoridades”. Así mismo dijo que al momento de conceder la impugnación del fallo que formuló Jaír Ruiz, ha debido ser beneficiado con igual disminución de la pena que a este le fue otorgada. Además, que en el año 2000 se redujeron a la mitad, las penas a los condenados del país; que se produjo la prescripción de la acción penal y que se desconocen sus derechos fundamentales  a la igualdad, al debido proceso y a la libertad.

C O N S I D E R A C I O N E S
1. Tiene competencia esta Magistrada para conocer de la presente acción, de conformidad con el artículo 7° de la Ley 1095 de 2006
.

2. De manera previa es necesario analizar si el recurso de apelación  formulado por el accionante cumple con uno de los presupuestos para su concesión, específicamente el de ser oportuno.
Según el inciso primero del artículo 7º de la Ley 1095 de 2006 “La providencia que niegue el Hábeas Corpus podrá ser impugnada, dentro de los tres (3) días calendario siguientes a la notificación…”
En este caso, de conformidad con las constancias que obran en el expediente, esa providencia fue notificada al actor el 12 de agosto último y tan solo el 16 siguiente fue recibido en el juzgado el escrito por medio del cual se impugnó la decisión; es decir, cuatro días después, lo que supera el término que consagra la disposición transcrita. 
Sin embargo, el peticionario suscribió ese memorial el 15 del mes citado, como en él se anota, último día de ejecutoria de la citada decisión, y como resultaba menester además adelantar los trámites internos del establecimiento carcelario, relacionados con la revisión de la correspondencia que remiten los reclusos, puede considerarse que el referido memorial se recibió de manera extemporánea en el juzgado, por circunstancias ajenas a quien lo suscribe, pues se encuentra privado de la  libertad y por ende, no pueden perjudicarlo.

En asunto similar al que ofrece este caso, dijo la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en sede de tutela: 
“… no puede pasar desapercibido que el libelista siempre mostró su deseo de controvertir la providencia desestimatoria de hábeas corpus, recuérdese que fue notificado el día viernes 11 de octubre de 2013, y los tres días siguientes calendario para impugnar esto es, sábado (12), domingo (13) y lunes festivo (14) coinciden con la no prestación de servicio tanto en la Oficina Jurídica del centro reclusorio como en el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Florencia, lo cual generaba una doble dificultad insuperable para el actor, razón por la que su visto bueno denominado “pase jurídico” de salida del escrito impugnatorio sólo lo recibió hasta 15 de octubre, día laborable, radicándose por fuera de los días estipulados para concretar la alzada, lo cual se debió a una fuerza mayor como se explicó anteriormente, circunstancia que no puede ser trasladada al administrado en justicia.”

De esa manera las cosas, se analizará de fondo la cuestión.
3. Corresponde a esta Sala determinar si debe protegerse al peticionario el derecho fundamental a la libertad personal consagrado en el artículo 28 de la Constitución Nacional.

4. Ese derecho se garantiza con el mecanismo especial de protección de hábeas corpus que consagra el artículo 30 de la misma Carta, así: “Quien estuviera privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual deberá resolverse en el término de treinta y seis horas.”

En desarrollo de tal garantía, el Congreso de la República expidió la ley 1095 de 2006 que en el artículo 1º dijo que esa acción, además de ser la vía adecuada para lograr la protección del derecho a la libertad, es también un derecho fundamental, y en el artículo 2º estableció una competencia general para conocerla en todos los jueces y tribunales que integran la Rama Judicial.

De acuerdo con la norma constitucional transcrita y el artículo 1º de la ley citada, la acción resulta procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolongue de manera ilegal, como lo explica la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia
: 

“a) Cuando la aprehensión de una persona se lleva a cabo por fuera de las formas constitucional y legalmente previstas para ello, como sucede con la orden judicial previa (artículos 28 de la Constitución  Política, 2° y 297 de la Ley 906 de 2004), la flagrancia (artículos 345 de la Ley 600 de 2000 y 301 de la Ley 906 de 2004), la captura públicamente requerida (artículo 348 de la Ley 600 de 2000) y la captura excepcional (artículo 21 de la Ley 1142 de 2007). 
b) Cuando, obtenida legalmente la captura, la privación de la libertad se prolonga más allá de los términos previstos en la Constitución y en la ley.  En tal supuesto, la acción de hábeas corpus tiene por objeto que el servidor público: i) lleve a cabo la actividad a que está obligado (por ejemplo: escuchar en indagatoria, dejar a disposición judicial al capturado, hacer efectiva la libertad ordenada, etc.) o bien, ii) adopte la decisión correspondiente al caso (definir su situación jurídica dentro del término legal, ordenar la libertad frente a la captura ilegal, entre otras hipótesis posibles)….”
En esa misma providencia se indicó que en razón a la naturaleza excepcional que caracteriza la acción de hábeas corpus, la competencia del juez constitucional se limita a establecer si esa privación de la libertad es ilegal, sin que se le permita incursionar en aspectos diferentes. Así dijo: 
“… se hace imperioso reiterar que una vez dirigida la acción constitucional a proteger a la persona de la privación ilegal de la libertad o de su indebida prolongación, al juez constitucional, en el examen puesto a su consideración, le está vedado incursionar en terrenos extraños a este específico tema, so pena de invadir órbitas que son propias de la competencia del juez natural al que la ley le ha asignado su conocimiento, pues de lo contrario desbordaría la naturaleza de su función constitucional destinada a la protección de los derechos fundamentales. 
En otros términos, como de manera reiterada lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte, la procedencia de esta acción se encuentra supeditada a que el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, haya acudido primero a los medios previstos en el ordenamiento legal dentro del proceso que se le adelanta, pues, se reitera, lo contrario conllevaría a una injerencia indebida sobre las facultades que son propias del juez que conoce de la causa.”
5. Considera el demandante que está ilegalmente privado de la libertad porque mediante auto del 28 de julio de 2014 el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Tuluá, Valle, decretó la extinción de la acción penal que se tramitó en su contra. A ello agregó en su escrito de impugnación, que esa acción se encuentra prescrita y que ha debido ser beneficiado por la redosificación de la pena que le fue otorgada a Jaír Ruiz, coautor de la conducta por la que fue condenado, o de la reducción ordenada a favor de los presos del país en el año 2000.
6. La inspección judicial practicada en el curso de la primera instancia, acredita los siguientes hechos:
6.1 Mediante sentencia del 9 de junio de 1992 se condenó a los señores Henry Serna Guinchín y Jaír Ortiz a la pena principal de veintiún años de prisión para el primero y de catorce para el segundo.
6.2 Esa providencia fue confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior de Buga, mediante sentencia del 12 de agosto de 1992.

6.3 Por auto del 11 de septiembre de 1992 se concedió al señor Jair Ortiz el recurso de casación contra el fallo, el que se declaró desierto mediante providencia del 6 de noviembre siguiente; el 23 de noviembre del mismo año, se declaró ejecutoriada la sentencia.
6.4 El 2 de noviembre de 1996, el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Calarcá, Quindío, avocó el conocimiento de la actuación en cuanto al condenado Henry Serna Guinchín.

6.5 El 7 de abril de 1997 ese juzgado reconoció al citado señor una rebaja de la pena de 17 meses y 23 días por trabajo y estudio y declaró que a la fecha ha redimido un total de pena de 85 meses y tres días, tiempo que supera la tercera parte de la pena impuesta.

6.6 Mediante Resolución 2733 del 7 de junio de 1997, el Director General del INPEC concedió permiso a Serna Guinchín hasta por setenta y dos horas para salir de la Penitenciaria Nacional, Calarcá, Quindío.

6.7 La asesora Jurídica y el Director de la Penitenciaria Peñas Blancas de Calarcá, Quindío, informaron al Comandante de Guardia que concedido aquel permiso, el beneficiado no regresó.

6.8 Por auto del 30 de julio de 1997 el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Calarcá, ordenó la captura de Henry Serna Guinchín, en razón a tal fuga.
6.9 El 31 de enero de 2007 el mencionado señor fue puesto a disposición del Juzgado Tercero Penal del Circuito, de Tuluá, al que después de su fuga había sido remitido el expediente, y se informó que había sido capturado en Puerto Asís, Putumayo. 

6.10 El proceso pasó al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Mocoa y se estableció, mediante comunicación del 19 de junio de 2014, suscrita por funcionaria del INPEC con sede en esa ciudad, que el señor Henry Serna Guinchín no se encontraba en ningún establecimiento del orden nacional a cargo de esa entidad.

6.11 En proveído del 4 de agosto de 2016 ese despacho ordenó librar  orden de captura en contra del señor Henry Serna Guinchín.

6.12 Mediante oficio del 29 de julio de este año, la Policía Metropolitana de Pereira dejó a disposición de ese último juzgado al señor Henry Serna Guinchín, quien fue aprehendido ese mismo día en la Terminal de Transportes de esta ciudad, con ocasión a la citada orden de captura
.   

6.13 Por auto del 31 de julio el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Mocoa decidió legalizar la captura del accionante ante el establecimiento penitenciario y carcelario de Pereira y remitió por competencia el proceso al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad (reparto), correspondiéndole al Cuarto de esa especialidad el 16 de agosto pasado.

6.14 En las copias del proceso, que fueron remitidas de manera íntegra, no se evidencia petición alguna del actor que guarde relación con la extinción de la acción penal, su prescripción, o la reducción de la pena, como dice sucedió en el año 2000 a favor de todos los presos del país. Tampoco alguna diferente a la disminución que se le otorgó por estudio y trabajo, en abril de 1997, ni la providencia del 28 de julio de 2014, por medio del cual el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Tuluá declaró la extinción de la condena de los señores Henry Serna Guinchín y Jaír Ortiz.
7. Surge de esas pruebas que el señor Henry Serna Guinchín se encuentra privado de su libertad en razón a orden de captura expedida en su contra, con el fin de que cumpla la pena que se le impuso por sentencia judicial, veintiún años de prisión, por violar la ley penal, y teniendo en cuenta que después de otorgársele un permiso de setenta y dos horas para alejarse del establecimiento carcelario donde se hallaba, no regresó.

En consecuencia, puede concluirse que se satisfacen las exigencias de naturaleza constitucional y legal para mantener vigente la decisión adoptada, ya que tampoco se le ha prolongado al peticionario, de manera indebida, la privación de la libertad, pues aún no cumple la pena impuesta.  
También acreditan esas pruebas que no ha elevado el demandante solicitud alguna, al interior del proceso penal, tendiente a obtener su libertad, pues de considerar que tiene derecho a ella, debe formular la respectiva petición ante el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que tiene a cargo el proceso, por ser el competente para dirimir asunto como ese. 

En consecuencia, como no existe prueba de que el peticionario haya presentado solicitud ante el juez competente, relacionada con las circunstancias que lo llevaron a formular esta acción constitucional, no puede el juez de hábeas corpus ordenar su libertad, ya que ello implicaría una invasión de órbitas ajenas, porque como se dijo, esta excepcional acción no está prevista como mecanismo principal de protección del derecho cuya protección se reclama.

De otro lado, aunque en este caso se incorporó copia de proveído por medio del cual se declaró la extinción de la condena impuesta al actor y al señor Jaír Ortiz, circunstancia que constituye el principal motivo por el cual se acudió a este medio, tal providencia no hace parte del proceso en el que se vigila la ejecución de su condena. Pero además, esa decisión solo puede tener efectos en relación con el último, quien cumplió los requisitos para obtener dicho beneficio, mientras el otro no, como lo indicó el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Tuluá, Valle, en el escrito por medio del cual se pronunció sobre la solicitud de hábeas corpus.

Lo mismo se deduce del contenido de esa providencia en la que se hace alusión a procesado condenado a catorce años de prisión, a quien se concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un período de veinticuatro meses, el que se encuentra vencido, nada de lo cual corresponde a que ha acontecido con el señor Serna Ginchín, sin que el error que contiene esa providencia en cuanto incluye su nombre como beneficiario de la decisión, justifique otorgarle la libertad que reclama.
8. En conclusión, como se considera acertada la decisión que se revisa, pues no se ha producido circunstancia alguna que justifique conceder el amparo solicitado, la misma será confirmada.

Para terminar, considera a Sala necesario llamar la atención del juzgado, que aunque decretó una inspección judicial al proceso penal adelantado contra el solicitante, no señaló fecha para realizarla y aunque no obra en el expediente acta alguna que la contenga, inexplicablemente le sirvió de sustento a su decisión.
Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
R E S U E L V E 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 12 de agosto último, por medio del cual el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira negó la acción de hábeas corpus formulada por Henry Serna Guinchín.

SEGUNDO: Infórmese a los interesados que contra esta decisión no procede ningún recurso.

TERCERO: Por la secretaría líbrense las comunicaciones correspondientes.

Notifíquese y cúmplase,
La Magistrada,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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